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Abstract

The policies for preventing property crimes, particularly the crime of usurpation in Latin America, play an important 
role in society because they promote the protection of individual rights, the proper functioning of democracy, and 
sustainable development. Undoubtedly, citizen insecurity increases over the years, leaving the population to fend for 
themselves and in uncertainty. Therefore, Latin American states have implemented prevention policies to reduce the 
number of reported crimes. However, it seems their creation is destined for social failure. This article aimed to evaluate 
the crime prevention policies of usurpation in Latin America. The methodology used was a bibliographic review with a 
qualitative approach, utilizing databases for searching and processing information from indexed journal articles. The 
development shows that prevention policies in Latin American states are based on a criterion of necessity to achieve 
full citizenship development. Their implementation requires proof of improvement in reducing crime rates. In conclusion, 
although Latin American countries have made considerable efforts to address property crimes preventively, despite 
some positive effects, these efforts are still insufficient. In most cases, short-term reactive measures are implemented, 
and they are not designed for the reintegration of offenders. 
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Resumen

Las políticas de prevención de delitos patrimoniales, en especial del delito de usurpación en Latinoamérica juegan un rol 
importante en la sociedad, porque promueven la protección de los derechos del individuo, el correcto funcionamiento 
de la democracia y el desarrollo sostenible. Sin lugar a dudas, la inseguridad ciudadana incrementa con el transcurrir 
de los años, dejando a la población a su suerte y en la incertidumbre, por lo que los Estados de América Latina han 
implementado políticas de prevención con la finalidad de reducir los índices de denuncias registrados por la comisión 
de delitos; sin embargo, pareciera que su creación sólo está destinada al fracaso social. El presente artículo tuvo 
como objetivo evaluar las políticas de prevención del delito de usurpación en Latinoamérica. La metodología empleada 
fue de revisión bibliográfica considerando un enfoque cualitativo, se utilizó las bases de datos para la búsqueda, y 
procesamiento de la información de artículos de revistas indexadas. Del desarrollo se evidencia que las políticas de 
prevención en los Estados de América Latina responden a un criterio de necesidad, para lograr el pleno desarrollo de 
la ciudadanía, su implementación exige una comprobación que supone una mejora en la disminución de los índices 
de criminalidad. En conclusión, si bien los países Latinoamericanos han realizado grandes esfuerzos para tratar de 
manera preventiva la comisión de delitos patrimoniales, pese a que han existido efectos positivos estos aún resultan 
ser deficientes, ya que en la mayoría de los casos se implementan medidas reactivas a corto plazo, y porque además 
no se encuentran diseñadas para la reinserción de los victimarios.   
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INTRODUCCIÓN

Los delitos contra el patrimonio han generado 
gran preocupación en toda América Latina, 
al presentar un alto índice de porcentaje 
de denuncias, las cuales se traducen en la 
inseguridad de la sociedad, fenómeno que se 
suscita comúnmente en zonas urbanas; si bien 
es evidente de la falta de cultura de la denuncia, 
esto no resulta ser un factor determinante para 
medir la fluctuación de los índices de denuncias 
registradas (Espín, 2008). 

En Perú, en el año 2021 se registró 50 776 
denuncias por el delito contra el patrimonio, 
equivalente al 59,3% (INEI, 2021), en el 2018 el 
delito de usurpación obtuvo un 2,1% (INEI, 2018), 
registrando mayores porcentajes en la ciudad 
de Arequipa, Lima y Lambayeque (Ministerio 
del Interior, 2019). Según Infobae en el año 
2019 las denuncias por el delito de usurpación 
aumentaron de 2469 a 4802 (Espinoza, 2023). 

Por otro lado, según las estadísticas por los 
delitos contra el patrimonio, Argentina en el año 
2021 registró un 66% de denuncias, en el 2003 
Brasil presentó 857.14, en el año 2004 Nicaragua 
con 21.332 y El Salvador con 35.319 denuncias 
registradas (Dammert y Arias, 2007). En Chile 
en el año 2021, las usurpaciones en Araucanía 
reportan un aumento de 688% (Observatorio 
Judicial, 2021). 

Es ante esta situación que el derecho penal bus-
ca de alguna manera evitar el desasosiego que 
se genera en la población por delitos como el de 
usurpación, con la finalidad de proteger bienes 
jurídicos económicos, ya que su afectación impi-
de el desarrollo de las personas en la sociedad, 
considerando que uno de nuestros importantes 
activos es el patrimonio económico, sin recursos 
materiales no sería posible la realización de los 
individuos de manera libre y democrática. Por 
estas consideraciones, se sanciona al usurpador 
ya sea empleando el desalojo forzoso, multas o 
incluso penas de cárcel, dependiendo de la gra-
vedad de la usurpación y las circunstancias par-
ticulares (Arenas, 2021). 

El delito de usurpación transgrede derechos hu-
manos reconocidos en la Convención Americana 
(Pacto de San José), contemplado en el artículo 
21, respecto de la propiedad privada, del cual se 
modificó el “uso y goce de la propiedad privada” 
por un concepto mucho más amplísimo al tipifi-

car “el uso y goce de los bienes”, con el objetivo 
de eludir protección sólo al propietario, logrando 
que la norma se flexibilice ante realidades dis-
tintas que existen en el continente americano 
(López y Maldonado, 2009). Cabe destacar que, 
dentro de los Estados ratificantes del Tratado 
Internacional se encuentran países como: Perú, 
México, Ecuador, Chile, Panamá, Colombia, Ar-
gentina, entre algunos otros.  

El presente artículo demuestra que el delito de 
usurpación no sólo es entendido como un tipo 
penal que afecta el patrimonio de los individuos, 
sino que además a medida que la sociedad evo-
luciona, el Derecho se adapta a las nuevas rea-
lidades que se presentan, por lo que a menudo 
podemos evidenciar que el ámbito de protección 
de derechos se amplía y que las normas pena-
les presentan nuevas modificatorias con presu-
puestos que generan debate jurídico.  

La justificación social estuvo centrada en la eva-
luación de las políticas de prevención implemen-
tadas en Latinoamérica, con el objeto de estable-
cer mejoras para lograr reducir las estadísticas 
de denuncias por el delito de usurpación. 

Una de las principales causas de la apropiación 
ilegítima de tierras públicas y/o privadas además 
de la pobreza y la informalidad, es el gran reto o 
desafío que tienen un gran número de pobladores 
para acceder a una vivienda propia; ante las ca-
rencias habitacionales gran parte de los Estados 
de América Latina implementaron políticas pú-
blicas, propuestas que resultaron ser ineficientes 
(Palacios, 2013), en Perú esto se traduce en 1,212 
posesiones informales en caseríos, asentamien-
tos humanos, pueblos jóvenes. Además, Cofopri 
estima más de mil viviendas informales, ante tal 
situación, el Estado peruano ha autorizado a bri-
gadas para el apoyo de la obtención del acervo 
documentario necesario para ayudar a los pobla-
dores a formalizar la posesión que ostentan en 
las viviendas (Cabeza, 2023). 

Es necesario hacer mención que algunos países 
de América Latina consideran como bien jurídico 
protegido en el delito de usurpación a la pose-
sión, otros tantos el derecho de propiedad, algu-
nos pocos y de manera reciente tienen en cuenta 
el derecho de propiedad estrechamente ligado 
con el derecho de posesión (Noejovich, 2003). 

Ahora bien, según Fernández (2020) y 
Baena (2017) la justificación práctica estuvo 
respaldada en la solución del problema de 
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estudio y la propuesta de estrategias que al ser 
materializadas logran disminuir los índices de 
denuncias registradas por el delito de usurpación 
en Latinoamérica. 

El estudio identifica una conexión directa con el 
Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 16 de la 
Agenda 2030, esto por cuanto se ha determinado 
que existen altos índices de denuncias registra-
das por el delito de usurpación, los cuales ame-
nazan la paz y la justicia, afectando los derechos 
de propiedad privada. Esto a su vez repercute 
negativamente en el desarrollo social y económi-
co, que son fundamentales para el cumplimiento 
de los derechos humanos. 

Por lo tanto, mediante el análisis de las políticas 
de prevención en el delito de usurpación, se 
intenta promover el respeto por los derechos 
de propiedad y posesión, los cuales se apoyan 
indirectamente con la consecución de varios ODS 
relacionados con la paz, la justicia y el desarrollo 
sostenible, en línea con el marco de derechos 
humanos establecido por la Agenda 2030. 

Almanza & Peña (2010) señalan que, el proceso 
penal peruano se rige bajo la teoría pentapartita 
para los delitos que recoge el Código Penal, 
por tanto, el tipo base del delito de usurpación 
se desglosa bajo los elementos de esta teoría. 
Siendo ello así, la acción requiere que la conducta 
sea voluntaria y esté destinada a producir un 
cambio que vulnere una norma prohibitiva, de tal 
manera, que el sujeto de la conducta reprochable 
usurpe el bien mediante actos de despojo, según 
lo estipulado en el artículo 202 del Código Penal 
Peruano. 

En este sentido, la tipicidad del delito está en-
marcada en la adecuación de la conducta dentro 
de la figura descrita por ley, es decir, las presun-
tas conductas ilícitas usurpatorias deben enca-
jar de acuerdo a cualquier numeral del delito de 
usurpación según los hechos vertidos. 

Así también se considera a la antijuricidad, la cual 
expresa la contradicción entre la acción ejercida 
y el ordenamiento jurídico, siendo en este caso, 
que el despojo mediante actos de violencia o 
amenaza son sancionables penalmente. Por otro 
lado, la culpabilidad, es aquella situación en el 
que se encuentra el sujeto activo y se le respon-
sabiliza por la comisión del delito, de manera que, 
el juez lo declara merecedor de una pena. 

DESARROLLO 

El escaso acceso a la vivienda en familias de ba-
jos recursos económicos se debe a sus propias 
condiciones, de manera que, tal como indica To-
rres (2019), el paso a seguir es la informalidad o 
las invasiones a terrenos cuyos propietarios se 
desconoce o conociéndose se imponen para lo-
grar su cometido.  

Así también, sucede con los bienes inmuebles 
los cuales en su mayoría son objeto de 
usurpación (Marquéz, 2022). Según Calderón 
(2019), la informalidad es el punto de quiebre a 
la ley, se encuentra inmersa en las posesiones 
inmobiliarias que ejercen los ocupantes, aunado 
a ello, refiere que son los sectores de bajos 
ingresos quienes acceden de manera ilegal al 
suelo urbano (invasiones o mercados ilegales 
de tierras). Por tanto, son los Estados quienes 
deben salvaguardar los derechos de su población 
(Martínez, 2022, p. 85-91). 

De esta manera, la protección a la propiedad se 
encuentra recogida en normas legales dictadas 
en cada país latinoamericano, así como también, 
en Tratados Internacionales como: la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (1969) y la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948), en el artículo 17°, se indica: cada sujeto 
tiene derecho a disfrutar de la propiedad, indivi-
dual o colectivamente; por tanto, nadie debe ser 
privado arbitrariamente de su propiedad. 

Es de señalar, en tiempos remotos las conductas 
usurpatorias tipificadas como delitos eran casti-
gadas, ello en razón a que se suscitaban de forma 
violenta o mediante amenazas el despojo del po-
seedor o propietario del bien inmueble (Calero et 
al., 2022). Por otra parte, según De Cara (2024), 
la vivienda es el derecho de acceso que se tiene 
a ella, a no ser perturbado o privado del disfrute 
de un bien inmueble.  

Referente a la usurpación, la Corte Superior de 
Justicia del Santa, en el Exp. N° 418-2015, seña-
la: la ocupación ilegal es ejercida por terceros 
ajenos a la posesión pacífica, traducido refiere 
ilegitimidad de la posesión, siendo una modali-
dad delictiva prevista en el Código Penal y san-
cionada con pena privativa de libertad, déjese en 
claro que, el tipo penal de usurpación fue creado 
con el fin de prevenir y sancionar a los sujetos 
que ilegítimamente ejercen posesión sobre el 
bien inmueble. Por tanto, la protección es hacia 
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el poseedor legítimo sobre el ilegítimo, más no, 
hay protección entre el poseedor ilegítimo sobre 
quien también posee la misma condición.  

Ahora veamos la situación del Estado de Pana-
má, indica Arenas (2021) que el país Panameño 
sanciona el delito de usurpación, así sostiene que 
el Derecho Penal en el Estado de Panamá tiene 
como finalidad cautelar los bienes jurídicos que 
demuestren ser sustanciales y necesarios para 
un mejor desarrollo en sociedad, siendo el patri-
monio económico un bien elemental que amerita 
protección, ya que de lo contrario las personas 
no podrían realizarse con plenitud dentro de una 
sociedad liberal y democrática, aún menos dis-
poner sobre sus bienes.  

En virtud a la protección penal que se le otorga 
al patrimonio económico, el cual recae bajo el 
amparo de la Constitución Política de Panamá; 
por lo que las autoridades de la República se 
encuentran encargados de brindar protección 
a los nacionales como a los extranjeros que se 
encuentren bajo esta jurisdicción (Arenas, 2021). 
De ello se advierte que el patrimonio representa 
uno de los bienes más valiosos para dicho país 
en base al valor que goza a nivel constitucional. 

Por otro lado, (Calero et al., 2022) señala que, en 
Colombia el delito de usurpación es de acción 
privada, en tanto se requiere que sea únicamente 
la víctima quien actúe por el interés que tenga 
en cuanto a la sanción, de manera que, si se 
comete este ilícito penal, será la agraviada quien 
mediante una querella dirigida al Juez exponga 
los hechos materia de investigación, y este último 
tendrá potestad de admitirla o negarla.  

Asimismo, según Muñoz (2020, p. 242), el or-
denamiento normativo panameño señala que la 
persona legitimada para obrar es el sujeto vícti-
ma del delito, ya sea el propietario o el posee-
dor legítimo del bien inmueble, entiéndase que, 
no habrá querella concedida en el supuesto caso 
que el recurso sea interpuesto por un poseedor 
ilegítimo. 

Ahora bien, las políticas públicas son acciones 
y objetivos que plantean los Estados para lidiar 
un problema prioritario que resulta de interés 
público (Barrios, 2023). A menudo la agenda del 
gobierno direcciona sus políticas de prevención 
desde un punto de vista policiaco; sin embargo, 
esto no ha sido del todo un éxito al evidenciar-
se que la sociedad se ha responsabilizado de su 
propia seguridad.  

Según (Vizcarra et al., 2020), la política nacional 
frente a los delitos patrimoniales se estructura 
a partir de tres ejes estratégicos relacionados 
con los factores de riesgo, las oportunidades de 
comisión del ilícito penal y el acceso a los medios 
para su comisión.  

En un primer momento en América Latina 
se logró implementar programas de control, 
posteriormente se aplicó medidas de prevención. 
Para proponer una medida de prevención es 
necesario considerar las causas del problema, 
siendo así, se ejecutan programas puntuales 
(atienden factores específicos), integrales 
al modificar un conjunto de factores, de 
prevención primaria dirigida a toda la población, 
de prevención secundaria, direccionada a los 
grupos de un riesgo alto y prevención terciaria 
dirigido sólo a las víctimas y a los victimarios 
(Fuentes, 2003). 

En los últimos años en Latinoamérica se ha 
constatado que muy difícilmente se promueve 
la creación de una política criminal y preventiva, 
esto es así tal vez porque su fracaso ante dichas 
cuestiones ha quedado sumamente probado. 

Por otro lado, Chioda (2016) destaca que las 
políticas de prevención planteadas también en 
delitos contra la propiedad tienen una incidencia 
significativa, si es que se incluyen programas 
para el desarrollo educacional, así como también 
de salud mental para tratar la delincuencia y la 
violencia. 

De igual manera, se ha señalado que las 
experiencias en América Latina, específicamente 
en Brasil han demostrado que uno de los 
mejores ejemplos de control y soberanía es 
aplicar medidas de prevención integrando o 
haciendo parte a los ciudadanos. Las políticas de 
prevención alineadas con las políticas criminales 
tienen como objetivo promover justicia igualitaria, 
centrándose en la protección de los derechos 
humanos (Puraca et al., 2023).  

Debe quedar claro que las políticas públicas son 
un conjunto de decisiones que inicia un gobierno 
cuando se ha detectado un problema social, 
políticas en las cuales también se tiene en cuenta 
políticas de prevención (Vargas, 2007).  

Ahora bien, mal se hace al creer que las penas 
previenen la comisión de delitos, en nuestro 
caso el delito de usurpación, por cuanto la norma 
procedimental y penitenciaria asuela toda idea 



12

de prevención. Para Gutiérrez (2015) existen dos 
tipos de políticas de prevención, la primera es la 
reactiva, que atiende a resolver el problema sin 
considerar las causas, por ende, los resultados 
suelen ser más rápidos y, la segunda es la 
proactiva, establecida para lidiar teniendo en 
cuenta las causas estructurales que ocasionaron 
el problema que resulta de interés público. Por 
ejemplo, en Colombia factores estructurales 
como el analfabetismo que alcanza un 7,6% y 
la desnutrición con un 13%, estos factores son 
influyentes en la perpetración de un delito. 

En esa misma línea, Sherman (2012) indica que, 
la prevención del delito debe darse a partir de la 
evidencia, para ello se han establecido principios, 
el primero consiste en medir el delito de forma 
precisa, por lo que se contabiliza las denuncias 
o se realizan encuestas de victimización, es así 
que, por ejemplo, en India con el avance de la 
tecnología se logra marcar las zonas en donde se 
cometen delitos a través del posicionamiento de 
satélites (GPS); asimismo, indica que gracias a las 
cámaras con micrófonos que utilizan los efectivos 
policiales en los países desarrollados muy pronto 
se dejarán de realizar informes policiales. Por otro 
lado, los delitos deben clasificarse considerando 
cada episodio, debe analizarse y priorizarse los 
delitos según el daño causado.  

En cuanto a la eficiencia de la prevención del 
delito, esta sería mayor si se ejecución se lleva 
a cabo en unidades de minorías fuertes. Es de 
hacer mención que, al aplicar una política de 
prevención es necesario que se puedan realizar 
comparaciones, para medir cuán eficiente es la 
medida (Sherman, 2012).  

La prevención del delito utiliza técnicas subsi-
diarias como: clínica de la conducta, recreación, 
educación y trabajo social con las familias. Esta 
se deriva de la racionalidad científico-técnica, 
ya que su estudio se encuentra centrado en la 
raíz de los procesos sociales, así como también 
en resolver los problemas de manera eficiente 
y económica (Ayos, 2014). Según la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(2011), la delincuencia en el ámbito patrimonial 
es el principal problema en la sociedad, por ello 
es necesario plantear políticas de prevención, en 
tanto no sólo previene el delito y su victimización, 
sino que además promueve que la sociedad se 
desenvuelva con seguridad y contribuye al desa-
rrollo sostenible. 

Aunado a ello, se advierte de la existencia de 
cuatro enfoques de la prevención del delito, la 
primera es la prevención del delito mediante el 
desarrollo social, la segunda es en base local o 
comunitaria, la tercera es de situaciones propicias 
del delito, y el cuarto enfoque son los programas 
de reinserción social.  

Según el INEI el 33% de los peruanos han sido 
víctimas de algún delito patrimonial, en el 2013 
el INPE registró que el 36% de los reclusos se 
encontraban purgando una condena por un 
delito patrimonial. En el Perú se implementó una 
política de prevención reactiva, a corto plazo, 
la misma que resultó ser un fracaso, es por ello, 
que el país necesita desarrollar políticas de 
prevención reflexivas.  

El Estado Peruano planteó como política nacional 
frente a los delitos patrimoniales: “Controlar y 
reducir la criminalidad patrimonial, a través de la 
reducción de factores de riesgo asociados a su 
comisión, las oportunidades que los posibiliten, 
así como el acceso a los medios que los 
faciliten”, considerando tres ejes, el primer eje 
estaba basado en reducir factores de riesgo, la 
segunda consta en reducir las oportunidades que 
posibiliten la comisión de delitos patrimoniales, y 
el tercero que se constituye en la reducción del 
acceso a medios que facilitan la comisión del 
delito patrimonial.  

Según el Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos (2013), el índice de victimización por ho-
gares por delitos patrimoniales en Latinoamérica 
alcanzó en el año 2011 un 33%, mientras que en 
Perú se obtuvo un 40%. 

Siendo ello así, las políticas de prevención del 
delito deberán ser eficientes en la medida que 
asegure una mejor percepción de democracia 
en los Estados; esto es así, por cuanto una 
mayor percepción de seguridad asegura 
mayor satisfacción con el funcionamiento de la 
democracia (Sanahuja y Maldonado, 2024). 

En Argentina en el 2001, se implementó el pro-
grama “Comunidades Vulnerables”, constituyen-
do una de las estrategias más importantes en 
materia de prevención, se ejecutó sólo en barrios 
con riesgo alto, dicho programa contaba con dos 
ejes de acción, el primero era prevenir la violencia 
social y el segundo consistía en la prevención del 
delito.  



13

En un primer momento se consideraron activida-
des como talleres y emprendimientos producti-
vos; posteriormente se implementó talleres para 
discutir temas emergentes y se aplicaron entre-
vistas individuales para conocer cuál era el pro-
blema estructural. La prevención social del delito 
está enfocada en las causas del delito; así pues, 
se argumentó que la necesidad provenía de la in-
eficiencia de la solución de problemas, cuyo ob-
jeto era conseguir un diagnóstico de la situación 
a intervenir (Ayos, 2012). 

Según Montecé (2018) han existido programas 
que el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) consideró programas de experimento en 
la prevención como: Programa de Seguridad 
Integral, en Panamá (PN-L1003), Programa de 
seguridad ciudadana, en Guyana (GY0071), 
Programa Chile + Seguro, en Chile (CH0178), 
Apoyo a la convivencia y seguridad ciudadana, 
en Colombia (CO0213, Bogotá, Cali, Medellín y 
componente nacional), Programa de seguridad 
ciudadana: Prevención de la violencia y el delito, 
en Uruguay (UR0118). En Colombia, el en 2010, la 
Policía Nacional implementó las Políticas Públicas 
de Convivencia y Seguridad Ciudadana, esta 
presenta tres tipos de prevención: el situacional, 
social y comunitaria. Sin embargo, en Ecuador 
no existe una política de prevención parecida 
al de Colombia y, por si fuera poco, de manera 
artificiosa e ilusoria en su Código Orgánico 
Integral Penal se establece que los fines de la 
pena son preventivos.  

En Panamá, las políticas de prevención de deli-
tos patrimoniales se encuentran establecidas 
principalmente a través de diversas estrategias y 
acciones coordinadas entre entidades guberna-
mentales, organizaciones de la sociedad civil y la 
comunidad en general. Algunas de las medidas y 
políticas incluyen el fortalecimiento de la segu-
ridad pública, por ejemplo, el Programa de Es-
trategia Nacional de Seguridad Ciudadana 2017-
2030; mediante el cual se identifica que el mayor 
problema se focaliza en la población joven al pre-
sentar altos niveles de inactividad, desescolari-
zación y desocupación, situación que preocupa 
al país panameño, ya que mientras más factores 
de vulnerabilidad se tenga mayor es el riesgo a 
cometer delitos o una conducta disruptiva. 

 El Programa de Estrategia Nacional de Seguridad 
Ciudadana 2017-2030 se implementó bajo el 
liderazgo del Ministerio de Seguridad Pública, 
con proyecciones a corto, mediano y largo plazo, 
el programa si bien es cierto que resulta ser un 

gran avance y una interesante propuesta para la 
prevención de la comisión de delitos, también es 
cierto que aún se necesita del apoyo integral de 
todos los actores a nivel local y nacional para el 
cumplimiento de las metas; el trabajo conjunto 
permite conocer con claridad las diversas 
realidades en distintas partes del país (Ministerio 
de Seguridad Pública, 2017). 

Por otro lado, en Uruguay existe un alto porcen-
taje de victimización contra el patrimonio, según 
Latino barómetro (2013) los ciudadanos urugua-
yos calificaron que el principal problema es la de-
lincuencia con un 36.1%, según Paternain (2017) 
el incremento de la comisión de delitos patrimo-
niales no se debe sólo por “razones sociales” sino 
también por la degradación moral masiva, falta 
de respeto, ausencia de límites, rechazo del prin-
cipio de autoridad; con el tiempo se ha optado 
por priorizar medidas de control, de punición, 
represión y encierro; medidas empleadas ante el 
resentimiento social que no han permitido obte-
ner logros, en tanto los resultados no ha sido tan 
buenos lo que se ha  representado en mayores 
índices de denuncias registradas. 

En Perú, se planteó el Plan Operativo Institucio-
nal frente a los delitos patrimoniales 20162017, 
en el cual se tuvo como acciones estratégicas: 
charlas a los docentes y padres de familia para 
la prevención de riesgos de consumo de drogas, 
talleres de inteligencia emocional, campañas in-
tegrales, eventos culturales, ferias de orientación 
vocacional, etc. Dicho plan cuenta con cinco fa-
ses: fase inicial, de planeamiento estratégico, 
implementación, seguimiento y monitoreo y, por 
último, la fase de evaluación (Consejo Nacional 
de Política Criminal, 2016). 

La horda de crímenes azota al país mexicano, 
generando inseguridad ciudadana y un alto 
nivel delincuencial (Huitron, 2017), así sostiene 
Zanolly (2024), al indicar que el Plan de Política 
Criminal, recoge como datos que las autoridades 
aseguraron mil siete inmuebles y se devolvieron 
432 bienes a sus dueños; además, se aseveró que 
las víctimas entregaban sus viviendas a cambio 
de que no sean privadas de libertad o de que 
sus familiares sean lastimados por estos sujetos, 
siendo esto lo que se detalla en las denuncias de 
despojo de bienes inmuebles. 

Asimismo, el Plan de Política Criminal (2024) de-
sarrollado y presentado por la fiscalía general de 
Justicia ante el Congreso de la ciudad de México, 
crea el modelo destinado al fortalecimiento de la 
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investigación frente a los delitos de despojo, el 
cual presenta como componentes la segmenta-
ción de casos y la coordinación entre autorida-
des para implementar la estrategia de investiga-
ción en estos delitos.  

En resumidas cuentas, en la segmentación solo 
se investiga denuncias hechas por despojos de 
inmuebles por fenómeno criminal, mientras que 
la coordinación con las autoridades buscó tra-
bajar con el Gabinete de Seguridad Ciudadana 
y Procuración de Justicia, así como también de 
otras áreas del gobierno e instituciones, del cual 
se obtuvo como resultado tener bajo asegura-
miento de los inmuebles, esto hizo que la activi-
dad por los grupos delictivos fuera menos lucra-
tiva, por lo tanto, de esta cifra se restituyó 432 
a quienes comprobaron tener derechos sobre el 
bien despojado. 

Por consiguiente, se ha diseñado estrategias 
que consoliden en la investigación del delito de 
despojo, así lo señala el Programa de Persecución 
Penal (2024), al considerar como acciones 
para la materia, acelerar que se integren en las 
carpetas los documentos e informes que rindan 
las áreas o dependencias, de manera, que se 
permita el aseguramiento de los inmuebles hasta 
determinar  quien tenga derecho sobre el bien, 
asimismo, incrementar la cantidad de bienes 
inmuebles asegurados anualmente para una 
restitución a sus propietarios. 

METODOLOGÍA 

La investigación se desarrolló mediante la 
revisión bibliográfica bajo el método deductivo, 
según Girao et al. (2008), es aquel tipo de 
investigación que recopila información relevante 
de un tema objeto de estudio. Es una revisión 
sistemática en la medida que se busca los 
estudios más relevantes, para posteriormente 
ser sintetizados de manera rigurosa. El enfoque 
del estudio realizado fue cualitativo, para 
Sánchez (2019) y Fernández (2020) este tipo de 
estudio busca describir un fenómeno o hecho 
a partir de la comprensión del tema de estudio, 
mediante las técnicas y métodos, en el presente 
caso el de revisión literaria.  Según Vera (2009), 
para elaborar un artículo de investigación resulta 
necesario definir el objetivo de la investigación, 
para realizar la búsqueda de la bibliografía y 
organizar la información. 

DISCUSIÓN 

La falta de cultura jurídica influye en las políti-
cas de prevención del delito de usurpación, por 
ello es necesario que los Estados y el sistema de 
justicia sean eficientes para lograr transmitir a la 
población seguridad y confianza, de esta manera 
se logrará que las políticas de prevención funcio-
nen eficazmente, es así que, este sistema no sólo 
debe implementarse teniendo como muestra de 
estudio a los jóvenes sino también a los adultos 
que han sido victimarios y que buscan de alguna 
manera lograr reinsertarse en la sociedad, sólo 
así se podrá obtener una mayor protección de los 
derechos humanos y el pleno desarrollo del indi-
viduo en sociedad (Montecé, 2018). 

Cabe resaltar que, si bien la mayoría de países 
de Latinoamérica han establecido en las políti-
cas de prevención ejes o enfoques de ejecución, 
estos no han resultado ser de gran avance, debi-
do a la desorganización del Estado para llevar a 
cabo el plan trazado, por si fuera poco, a esto le 
añadimos la ausencia de diagnósticos integrales 
sobre las distintas realidades que se suscitan en 
diversas jurisdicciones, lo que se traduce en el 
descontento de la población y su exigua confian-
za ante un Estado democrático (Ayos, 2012). 

Las políticas de prevención no sólo deben 
plantearse a corto plazo, porque las mejorías 
obtenidas suelen ser engañosas; esto en tanto las 
soluciones planteadas no identifican los factores 
estructurales que ocasionan el problema, al ser 
ello así, se obtiene que los esfuerzos invertidos 
y los recursos utilizados se implementaron 
vanamente. Asimismo, la estructura organizativa 
y funcional de la policía y del Estado en los países 
de Latinoamérica está basada en un modelo 
anticuado y que lleva casi medio siglo en uso, 
utilizando una estructura que ha dado lugar a 
formas alternativas y a veces contradictorias de 
gestión (Paternain, 2017). 

Es importante que el plan de políticas de 
prevención se gestione considerando el avance 
de la tecnología, ya sea a través de aplicativos 
móviles con inteligencia artificial que permita 
un trabajo menos costoso y mucho más rápido 
al momento de hallar posibles soluciones. 
Sin embargo, aún muchos de los Estado de 
América Latina se resisten a la transformación 
considerando que las formas tradicionales 
son más eficaces, esto no resulta del todo 
cierto al momento de consultar los registros 
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estadísticos de los niveles de violencia y del 
registro de denuncias por la comisión de delitos 
de usurpación (Sherman, 2012). 

Cabe resaltar que las políticas de prevención 
contra los delitos patrimoniales han resultado 
ser ineficientes, en primer lugar, considerando 
la reducción de la incidencia, se tiene que 
las políticas de prevención no han logrado 
disminuir el número de denuncias registradas 
por el delito de usurpación. Además, respecto 
del costo-beneficio, los recursos invertidos en 
las políticas de prevención no se encuentran 
justificados por cuanto no existen grandes 
beneficios obtenidos en términos de reducción 
de pérdidas económicas, costos judiciales y 
policiales, además no se ha logrado concebir una 
mejora en la calidad de vida de los ciudadanos 
latinoamericanos (Instituto de Criminología para 
la Cámara de Comercio de Lima, 2023). 

Ahora bien, evaluando la percepción y sensación 
de seguridad, se tiene que las políticas de 
prevención implementadas no han conseguido 
una mejor percepción de seguridad entre 
los residentes y visitantes de los Estados 
Latinoamericanos, esto se traduce en la sensación 
de inseguridad incrementada (Sherman, 2012).

Si bien la eficiencia también puede medirse por 
la capacidad de las políticas para fomentar la 
colaboración entre la comunidad, las autoridades 
locales y otras partes interesadas en la 
prevención del delito, se tiene que aún existe una 
falta de cooperación de trabajo conjunto entre 
estos agentes, lo que ocasiona que el trabajo sea 
mucho más complejo (Fuentes, 2003). 

Por otro lado, ha quedado evidenciada la 
falta de capacidad para ajustar las políticas 
de prevención a medida que cambian las 
circunstancias y las dinámicas del crimen, esto 
debido a que los gobiernos aún permanecen en 
modelos tradicionales, los cuales resultan ser 
poco flexibles para abordar nuevas formas de 
delito o cambios en los patrones delictivos. Por 
último, no se han implementado mecanismos 
para monitorear y evaluar regularmente la 
efectividad de las políticas de prevención lo que 
no permite realizar ajustes necesarios y mejorar 
su impacto a largo plazo (Frühling, 2012). 

En resumen, la eficiencia de las políticas de 
prevención contra los delitos patrimoniales 
se determina por su capacidad para reducir 
los delitos, minimizar los costos asociados, 

mejorar la sensación de seguridad y fomentar 
la participación comunitaria. Es un proceso 
continuo de evaluación y ajuste para maximizar 
los resultados positivos (Frühling, 2012). 

Ahora bien, poco o nada sirve el establecer 
todo un plan de trabajo preventivo para impedir 
la vulneración de bienes jurídicos protegidos 
cuando los Estados no se preocupan por 
brindar oportunidades y el acceso a los servicios 
básicos que son necesarios para el desarrollo 
del ser humano, gran parte de las personas que 
han incurrido en la comisión de un delito han 
indicado que las razones se deben a la falta de 
alfabetización, el desempleo, la violencia familiar, 
entre algunos otros. Por ello, es necesario que los 
países latinoamericanos brinden facilidades para 
que toda la población se vea más comprometida 
con su nación, de manera que una mayor 
participación ciudadana permitirá generar una 
perspectiva integral enfocada a la protección de 
los derechos de los ciudadanos (Ayos, 2014). 

Es necesario que exista un enfoque crítico y 
reflexivo sobre la situación actual de la percepción 
de inseguridad y la seguridad ciudadana, no 
debiendo ser simplemente vista como una lista 
de problemas a resolver, sino como un proceso 
complejo que involucra múltiples aspectos 
interconectados (Gutiérrez, 2015). 

Los Estados de Latinoamérica frecuentemente 
proclaman mejorar la seguridad pública, pero 
estas declaraciones se han vuelto repetitivas y 
carecen de resultados tangibles que respalden 
estas afirmaciones, por cuanto, se ha convertido 
en un discurso repetitivo de nunca acabar con 
cifras que desmantelan promesas ficticias 
(Gutiérrez, 2015).   

 Las políticas de prevención contra los delitos 
patrimoniales son fundamentales para proteger 
los bienes y recursos de la sociedad. Sin embargo, 
la efectividad de estas políticas es objeto de 
críticas, en razón a que estas se encuentran 
direccionadas a responder a los delitos una vez 
que han ocurrido, en lugar de abordar las causas 
subyacentes que llevan a la comisión de estos 
delitos. Esto puede limitar su capacidad para 
reducir de manera significativa la incidencia del 
delito de usurpación a largo plazo (Ayos, 2014). 
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CONCLUSIONES

En suma, los países latinoamericanos presentan 
moderados y altos índices de denuncias por el 
delito de usurpación; siendo visible la gran brecha 
de delincuencia contra el patrimonio, el delito 
de usurpación ha logrado posicionarse como la 
mejor especialidad delictiva en América Latina. 
Esto no resulta ser un problema aislado, por lo 
que, se mantiene latente hasta la actualidad; la 
pobreza y el escaso acceso a la vivienda generan 
una mayor posibilidad de cometer delitos 
patrimoniales. 

Por otro lado, el delito de usurpación es un tipo 
penal que atenta contra el patrimonio, el objeto 
materia de delito no recae sobre bienes muebles 
sino en bienes inmuebles, tal como lo tipifica 
el Código Penal de Panamá, Perú, Colombia y 
demás países latinoamericanos, empero, existe 
disparidad en cuanto al bien jurídico que se 
protege, algunos consideran como bien jurídico 
protegido el derecho de posesión y algunos otros 
consideran el derecho a la propiedad. 

Por otro parte, las políticas preventivas en pro de 
contrarrestar las nuevas modalidades delictivas 
del delito de usurpación no han generado el 
efecto esperado por la ciudadanía, por cuanto 
no ha cumplido con su finalidad, esto se debe 
a la crisis económica, las grandes redes de 
comercialización de terrenos, el escaso acceso a 
tener un bien inmueble.  

El Derecho Penal está pensado en sancionar 
al usurpador que a causa de la comisión del 
delito genera vulneración a los derechos de 
los individuos; sin embargo, la ley penal resulta 
insuficiente para combatir de manera preventiva 
la comisión del delito, es por ello que se han 
creado políticas de prevención para evitar que 
los efectos perniciosos del delito se generen y se 
prolonguen en el tiempo. 

Los gobiernos latinoamericanos actúan como 
garantes del patrimonio de los ciudadanos, de la 
protección y/o seguridad jurídica que merece el 
titular y poseedor del bien inmueble; sin embargo, 
cada vez es más visible la desprotección de los 
habitantes frente a la inseguridad ciudadana, 
esto se debe a la ineficiencia de las políticas 
preventivas ante el delito de usurpación, las 
cuales no han cumplido con los objetivos que los 
Estados se han planteado. 

Para abordar estos desafíos, es fundamental 
mejorar los procedimientos legales y de 
carácter preventivo, de manera que se asegure 
la protección de los derechos de propiedad 
y posesión de manera efectiva, para ello se 
deberá realizar un estudio constante una vez 
implementadas las políticas de prevención, para 
asegurar que le medida es proporcional a la 
gravedad del delito y disuasoria para potenciales 
infractores o victimarios. 

Por lo tanto, es crucial que las autoridades actúen 
de manera conjunta, reforzando las medidas 
de seguridad, conociendo las causas del delito 
de usurpación e implementando políticas 
de prevención proactivas, efectivas para la 
protección de la propiedad privada. Así también, 
deberán promover la educación y concienciación 
sobre los derechos y responsabilidades legales 
relacionados con la tenencia y propiedad de 
tierras y propiedades. 

En resumen, el control y la prevención del delito 
de usurpación son fundamentales para evitar un 
aumento en el tráfico ilegal de terrenos, asegu-
rando un país sostenible y democrático, cuya fi-
nalidad es proteger los derechos de los propieta-
rios y posesionarios legítimos en América Latina.
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